VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ EDUARDO VIO GROSSI 

A LA 

RESOLUCIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

DE 18 DE NOVIEMBRE DE 2010, 

CASO BÁCAMA VELÁSQUEZ VS. GUATEMALA, 

SUPERVISIÓN DE CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA

Concurro con mi voto a aprobar la Resolución  mencionada en el título (en adelante “la Resolución”), estimando conveniente, empero, formular algunos comentarios atinentes a los aspectos involucrados en la misma que se indican seguidamente.

1.- Lo expuesto en el acápite A) 1. de la Resolución
 no son, a la luz del Derecho Internacional y, por ende, para la Corte, más que hechos que demuestran que el Estado no ha dado cumplimiento aún a la obligación de investigar dispuesta en la Sentencia de esta causa, lo que, en particular, queda en evidencia en la fundamentación que aquél da al solicitar a la Corte “emitir el pronunciamiento correspondiente en relación con la resolución emitida por (su) Corte Constitucional”, “en el sentido de ampliar criterio sobre el espíritu de la” mencionada sentencia de autos, “pues con la resolución de (aquella), no se permite al Estado de Guatemala cumplir” con esta última
. 

2.- Cabe llamar la atención, por de pronto, que, de acuerdo a la información que consta en el expediente
, el acto judicial de orden interno que en definitiva decretó el incumplimiento de la Sentencia de la presente causa, fue una decisión de la Corte Suprema del Estado, aunque señalando que daba cumplimiento así a lo decretado por la Corte de Constitucionalidad del mismo en la tramitación de un recurso de amparo y, por tanto, haciendo suyo lo dispuesto por ésta, lo que significa, entonces, que es aquella decisión la que, actualmente, compromete la responsabilidad internacional del Estado por tal incumplimiento y es a ella, por tanto, a la que habría que referirse para precisar dicha responsabilidad. 
3.- Asimismo, procede resaltar, por una parte, que la referida petición del Estado no corresponde a lo que precisan los artículos 67 de la Convención
 y 62 del Reglamento de la Corte, aplicable en autos
, para una demanda de interpretación de  sentencia y por la otra parte, que asimismo no es propia a los informes previstos en el artículo 63 del citado Reglamento
, como instrumento del procedimiento de supervisión de cumplimiento de sentencias.

4.- También se debe considerar que, habida cuenta que, conforme al Derecho Internacional, “ningún Estado puede invocar su derecho interno para dejar de cumplir una obligación internacional”
, el Estado no puede hacer valer la decisión de uno de sus tribunales nacionales o internos, ni aún indirectamente,  no solo como justificación de la violación de su obligación internacional de cumplir la Sentencia de la Corte, sino tampoco como una causal que excluya la ilicitud en que incurre por tal incumplimiento, máxime si ello se debe al comportamiento del propio Estado
. 

5.- Igualmente, es del caso señalar en que si bien la obligación de investigar ordenada por la Sentencia en esta causa es, en la perspectiva del Derecho Internacional, una obligación de comportamiento, ella no involucra a los medios por los que se debe cumplir, lo que importa, no solo que el Estado debe, al amparo de su jurisdicción interna, doméstica o exclusiva, determinarlos, sino también que ellos pueden consistir, si fuesen necesarios, en actos previos, complementarios o sustitutivos de carácter legislativo, administrativos o de otra índole para permitir la realización de los judiciales y no únicamente éstos
.

EVG. 
Eduardo Vio Grossi

Juez

Pablo Saavedra Alessandri


Secretario

Comuníquese y ejecútese,

Eduardo Vio Grossi

Juez

Pablo Saavedra Alessandri


Secretario

� 	Párrafos 9, 11, 12 y 13 de la Resolución.





� 	Párrafo 14 de la Resolución.





� 	Párrafo 13 de la Resolución.





� 	Artículo 67: “El fallo de la Corte será definitivo e inapelable. 


En caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo.” 





� 	Artículo 62 del Reglamento de 2000, reformado en enero de 2009: “Demanda de interpretación.


“1. La demanda de interpretación a que se refiere el artículo 67 de la Convención podrá promoverse en relación con las sentencias de fondo o de reparaciones y se presentará en la Secretaría de la Corte indicándose en ella, con precisión, las cuestiones relativas al sentido o alcance de la sentencia cuya interpretación se pida….”





� 	Artículo 63: “Supervisión de Cumplimiento de Sentencias y otras decisiones del Tribunal.


1. La supervisión de las sentencias y demás decisiones de la Corte se realizará mediante la presentación de informes estatales y de las correspondientes observaciones a dichos informes por parte de las víctimas o sus representantes legales. La Comisión deberá presentar observaciones al informe del Estado y a las observaciones de las víctimas o sus representantes.”


2. La Corte podrá requerir a otras fuentes de información datos relevantes sobre el caso, que permitan apreciar el cumplimiento. Para los mismos efectos podrá también requerir las pericias e informes que considere oportunas.”


3. Cuando lo considere pertinente, el Tribunal podrá convocar a las partes a una audiencia para supervisar el cumplimiento de sus decisiones. 


4. Una vez que el Tribunal cuente con la información pertinente, determinará el estado del cumplimiento de lo resuelto y emitirá las resoluciones que estime pertinentes.”





�  	Artículo 32 del Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad del Estado por Hechos Internacionalmente Ilícitos: “Irrelevancia del derecho interno. 


El Estado responsable no puede invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de las obligaciones que le incumben en virtud de la presente parte”. Cfr. Comisión de Derecho Internacional de la ONU. Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado por Hechos Internacionalmente Ilícitos, adoptado por la Comisión de Derecho Internacional en su 53º período de sesiones (A/56/10) y anexado por la AG en su Resolución 56/83, de 12 de diciembre de 2001. 


Por su parte, el artículo 27 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados: “El derecho interno y la observancia de los tratados. 


Una parte no podrá invocar las disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46.” 





� 	Procede recordar que en el citado Proyecto de Artículos sobre la Responsabilidad del Estado por Hechos Internacionalmente Ilícitos, que recoge la costumbre, no solo no contempla una situación como la expuesta entre las causales que excluyen la ilicitud, sino que  expresamente dispone que no se pueden invocar las causales en las que el Estado ha contribuido a que tengan lugar. Ejs.: artículos 23. fuerza mayor, 24 peligro extremo y 25, estado de necesidad. Cfr. Comisión de Derecho Internacional de la ONU. Proyecto de Artículos sobre Responsabilidad del Estado… (supra nota 7).





� 	Artículo 29 del citado Proyecto: “Continuidad del deber de cumplir la obligación.


Las consecuencias jurídicas del hecho internacionalmente ilícito con arreglo a lo dispuesto en esta parte no afectan la continuidad del deber del Estado responsable de cumplir la obligación violada.” 


Por su parte, el artículo 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: “Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno.  Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.” 
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